Juez de Paz de Frosinone, sentencia del 29 de julio de 2020, no. 516. 


En la audiencia del 15.7.2020, el juez de paz, Sr. Emilio Manganiello, designado como juez de paz, 
dictó la siguiente sentencia 


SENTENCIA 


en el proceso inscrito en el Registro de Procedimiento Civil N° 819/2020 


entre 


XXXXXXXXXXXXXXX representado y defendido por el Sr. YYYYYYYY en cuya oficina en 
Frosinone tiene su domicilio electivo 


-oponente- 


Prefecto de ZZZZZZZZZZ 

-observado en ausencia- 


Asunto: Oposición a la sanción administrativa - SPV Pol.Str. Frosinone No 700016396274 de 
11.4.2020 


Conclusiones: como en los hechos. 



Proceso 


Mediante solicitud presentada en tiempo oportuno y notificada posteriormente, el solicitante se 
opuso al acto a que se refiere el asunto, por el que recibió una denuncia en la que se alegaba la 
violación de la prohibición de viajar como consecuencia de la emergencia sanitaria en el sentido del 
Decreto del Primer Ministro no especificado. 


El órgano opositor no compareció y el caso se decidió de conformidad con una disposición 
separada, leída en la audiencia. 


Razones de la decisión 


La apelación está bien fundada y por lo tanto debe ser concedida. 


A) SOBRE LA ILICITUD " DE LA DECLARACIÓN DEL ESTADO DE EMERGENCIA 
POR INFRACCIÓN DE LOS ARTÍCULOS 95 Y 78 COST. Y EL CONSIGUIENTE DPCM. 


Por resolución del 31.1.2020, el Consejo de Ministros de la República Italiana, publicada en la 
Gaceta Oficial Serie General n° 26 del 1.2.2020, declaró el estado de emergencia nacional por el 
riesgo sanitario derivado de los agentes virales transmisibles "de conformidad y a los efectos del 
artículo 7, apartado 1, letra c) y del artículo 24, apartado 1, del Decreto Legislativo n° 2 de enero de 
2018". 1, se declara, durante seis meses a partir de la fecha de la presente medida, el estado de 
emergencia por el riesgo sanitario asociado a la aparición de patologías derivadas de agentes virales 
transmisibles; 2) para la realización de las intervenciones previstas en el artículo 25, párrafo 2, 
letras a) y b)...". Si se examina el caso mencionado en la resolución mencionada, se puede observar 
que no se hace referencia a situaciones de "riesgo para la salud", ni siquiera a "agentes virales". 


De hecho, el artículo 7, párrafo 1, letra c) del Decreto Legislativo N° 1/18 establece que "las 
emergencias de protección civil se distinguen por: ... c) las emergencias de importancia nacional 



relacionadas con catástrofes naturales o provocadas por el hombre". Se trata de desastres naturales, 
es decir, terremotos, avalanchas, inundaciones, incendios y otros; o derivados de la actividad 
humana, es decir, derrames, actividades humanas contaminantes y otros. Pero ninguno de los casos 
mencionados en el apartado c) del párrafo 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1/18 puede 
atribuirse a "riesgos para la salud". A esto hay que añadir que nuestros Padres Constituyentes han 
previsto en la Constitución de la República sólo una hipótesis de hechos atribuidos al Gobierno con 
poderes normativos peculiares y es la prevista y regulada por los artículos 78 y 87 relativos a la 
declaración del estado de guerra. En la Constitución italiana no se hace referencia a ninguna 
hipótesis de declaración del estado de emergencia por riesgo para la salud, como se ve también en el 
Decreto Legislativo N° 1/18. En consecuencia, la declaración adoptada por el Consejo de Ministros 
el 31 de enero de 2020 es ilegítima, porque se emitió sin los requisitos legislativos previos, ya que 
ninguna fuente constitucional o con fuerza de ley ordinaria otorga la facultad al Consejo de 
Ministros de declarar el estado de emergencia por riesgo para la salud. Por lo tanto, dado que los 
actos administrativos, incluidos los de la Alta Administración, como el estado de emergencia, están 
sujetos al principio de legalidad, la resolución de la Junta de 31.1.2020 es ilegítima porque fue 
emitida en ausencia de las facultades pertinentes por la Junta, en violación de los artículos 95 y 78 
que no prevén la facultad de la Junta, de la República de Italia para declarar el estado de emergencia 
sanitaria/La consecuencia de ello es la ilegalidad de todos los actos administrativos consiguientes, 
como el Decreto del Primer Ministro invocado por el acta de la presente, con el consiguiente deber 
del Juez de Paz, como juez ordinario, de no aplicar la declaración del estado de emergencia sanitaria 
y el Decreto del Primer Ministro de aplicación de conformidad con el artículo 5 de la Ley N° 2248 
de 1865 Todos. 


2. Además, debe considerarse una doctrina constitucional autorizada y autorizada (S. Cassese) 
según la cual la disposición de normas generales y abstractas, que en todo caso limitan los derechos 
constitucionales fundamentales, mediante Decretos del Presidente del Consejo de Ministros es 
contraria a la Constitución. En particular, no parece digna de aceptación la argumentación de 
quienes invocan la legitimidad de tales disposiciones en virtud de la referencia a tales actos 
administrativos, los decretos del Primer Ministro, que, al tener la naturaleza de actos con fuerza de 
ley, equipararían los decretos del Primer Ministro a la fuente legislativa, evitando así su nulidad y la 
consiguiente desaprobación por parte del Juez Ordinario. De hecho, el último Decreto del Primer 
Ministro promulgado el 26.4.2020, derivaría su eficacia del Decreto-Ley n° 19 del 25.3.2020, así 
como de los actos administrativos de la Región del Lacio. Esta tesis, sin embargo, no es aplicable al 
Decreto del Primer Ministro objeto de este caso, ya que fue emitido antes del 26.4.2020. En todo 
caso, la función legislativa delegada se rige por el artículo 76 de la Constitución italiana que, al 
disponer que "el ejercicio de la función legislativa no puede ser delegado al Gobierno sino mediante 
la determinación de principios y criterios rectores", impide también que la ley de conversión de los 
decretos delegue la función de establecer normas generales abstractas a otros órganos distintos del 
Gobierno, destinados a su composición colectiva, y por tanto prohíbe al único Presidente del 
Consejo de Ministros dictar legítimamente normas equivalentes a las dictadas en los actos con 
fuerza de ley. En conclusión, sólo un decreto legislativo, emitido en estricto cumplimiento de una 
ley delegada, puede contener normas con fuerza de ley, pero nunca un acto administrativo, como las 
Ordenanzas sindicales o regionales o el Decreto del Primer Ministro, aunque se haya emitido sobre 



la base de una delegación otorgada por un decreto ley convertido rápidamente en ley. De ahí la 
ilegalidad de las disposiciones del Decreto del Primer Ministro de 26.4.2020, en el DO de 
27.4.2020, n° 108. 


B) LA "ILEGALIDAD " DEL DPCM POR VIOLACIÓN DEL ARTÍCULO 13 COSTADO. 


En todo caso, cabe señalar la ilegitimidad indiscutible del Decreto del Primer Ministro de 9.3.2020, 
invocado por las actas opuestas, en el que se dispone que "1. Con el fin de contrarrestar y contener 
la propagación del virus COVID-19, las medidas a que se refiere el artículo 1 del Decreto del 
Primer Ministro de 8.3.2020 se extienden a todo el territorio nacional", y el Decreto del Primer 
Ministro aplazado de 8. 3.2020, donde se establece que "Art. 1 Medidas urgentes para contener el 
contagio en la región de Lombardía y en las provincias de Módena, Parma, Piacenza, Reggio 
nell'Emilia, Rimini, Pesaro y Urbino, Alessandria, Asti, Novara, Verbano-Cusio-Ossola, Vercelli, 
Padua, Treviso, Venecia. 


1. Para contrarrestar y contener la propagación del virus" COVID-19 en la región de Lombardía y 
en las provincias de Módena, Parma, Piacenza, Reggio nell'Emilia, Rimini, Pesaro y Urbino, 
Alessandria, Asti, Novara, Verbano-Cusio-Ossola, Vercelli, Padua, Treviso y Venecia, se adoptan las 
siguientes medidas: 


a) evitar todo movimiento de personas físicas que entren y salgan de los territorios a que se refiere 
el presente artículo, así como dentro de los mismos territorios, salvo los movimientos motivados por 
necesidades de trabajo o situaciones de necesidad comprobadas o los movimientos por motivos de 
salud". 


Esta disposición, que establece una prohibición general y absoluta de desplazarse fuera del propio 
domicilio, con excepciones limitadas y específicas, constituye una verdadera obligación de 
permanecer en el hogar. Sin embargo, en nuestro sistema jurídico penal, la obligación de 
permanecer en el domicilio ya se conoce y consiste en una sanción penal que restringe la libertad 
personal y que es impuesta por el juez de paz para ciertos delitos. Es ciertamente indiscutible en la 
jurisprudencia que la obligación de permanecer en el domicilio constituye una medida que restringe 
la libertad personal. Además, el Tribunal Constitucional ha sostenido que una medida que restringe 
la libertad personal es mucho más ligera que la obligación de permanecer en el domicilio, como, por 
ejemplo, la "muestra de sangre" (sentencia N° 238 de 1996). También el acompañamiento 
obligatorio a la frontera del extranjero se consideró una medida restrictiva de la libertad personal y 
una declaración de ilegitimidad constitucional de la disciplina legislativa que no preveía el control 
del Juez ordinario sobre la medida introducida posteriormente por el Legislador en ejecución de la 
decisión del Tribunal Constitucional: de hecho, el Art. 13 de la Constitución, establece que las 
medidas restrictivas del personal sólo pueden adoptarse mediante un acto motivado de la autoridad 
judicial. Por lo tanto, ni siquiera una ley podría prever en nuestro sistema la obligación de 
permanecer en el domicilio, impuesta directamente a todos los ciudadanos por el legislador, en 
lugar de por la autoridad judicial con un acto motivado, sin violar el mencionado Art. 13 de la 



Constitución. Además, en este caso, al tratarse de un decreto del Primer Ministro, es decir, de un 
acto administrativo, este juez no debe remitir la cuestión de la legitimidad constitucional al Tribunal 
Constitucional, sino que debe proceder a la inaplicación del acto administrativo ilegal por infracción 
de la ley. Por último, tampoco puede estar de acuerdo con el intento extremo de los partidarios, a 
toda costa, de la conformidad constitucional de la obligación de permanecer en el hogar sobre la 
base de la consideración de que el decreto del Primer Ministro sería conforme a la Constitución, ya 
que establecería limitaciones legítimas de la libertad de circulación en virtud del artículo 16 de la 
Constitución y no de la libertad personal. De hecho, como ha aclarado el Tribunal Constitucional, la 
libertad de circulación se refiere a los límites de acceso a determinados lugares, como, por ejemplo, 
la prohibición afirmada de acceso a ciertas zonas limitadas que estarían infectadas, pero nunca 
puede entrañar una obligación de permanencia domiciliaria (Costas del Tribunal., N° 68 de 1964). 
En esencia, la libertad de circulación no puede confundirse con la libertad personal: los límites de la 
libertad de circulación se refieren a lugares concretos a los que puede impedirse el acceso porque, 
por ejemplo, son peligrosos; cuando, en cambio, la prohibición de circulación no se refiere a 
lugares, sino a personas, entonces la restricción es una restricción de la libertad personal. 
Ciertamente, cuando la prohibición de viajar es absoluta, como en el presente caso, en el que se 
establece que el ciudadano no puede ir a ningún sitio fuera de su propia casa, es indiscutible que se 
trata de una limitación clara e ilegítima de la libertad personal, porque, en el ordenamiento jurídico 
italiano, la orden de permanecer en la propia casa no puede ser impuesta por el legislador, sino sólo 
por la Autoridad Judicial con un acto motivado. Además, esas medidas ilegítimas de salud pública 
han sido transpuestas por el DPCM al modelo de las adoptadas en los Estados no democráticos, 
como China, que tienen un sistema constitucional autoritario jurídicamente incompatible con 
nuestro sistema constitucional, fundado". 


sobre las garantías individuales inviolables, desconocidas para los sistemas autoritarios y los 
expertos en salud de ese país y el nuestro, ya que no son competentes en derecho constitucional. 


En conclusión, debe afirmarse la ilegalidad del Decreto del Primer Ministro invocado por el acta 
aquí citada por violación del artículo 13 de la Constitución, con el consiguiente deber del juez de 
paz, como juez ordinario, de no aplicar este Decreto del Primer Ministro en virtud del artículo 5 de 
la Ley N° 2248 de 1865, anexo E. 


La novedad de la disputa y el hecho de que no se haya creado el órgano contrario justifican la 
compensación de los gastos. 


P.Q.M. 



El juez de paz. 


Teniendo en cuenta el artículo 23 de la Ley N° 689/1981, que se pronuncia de forma definitiva, cada 
solicitud y excepción diferente rechazada, desestimada o absorbida, así lo dispone: 

confirmar la acción y, en consecuencia, anular el acto contrario con compensación de las costas. 



